
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

ACTA NÚMERO 153 
SESIÓN ORDINARIA DEL CONSEJO CONSULTIVO  

DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS  
DEL ESTADO DE ZACATECAS CORRESPONDIENTE  

AL 07 DE DICIEMBRE DE 2022 
 

En la ciudad de Zacatecas Capital del Estado del mismo nombre, 
siendo las 18:10 horas del 07 de diciembre de 2022, reunidos en el 
edificio sede de la Comisión de Derechos Humanos del Estado, los 
integrantes del Consejo Consultivo para llevar a cabo sesión 
ordinaria en los términos de lo dispuesto por el artículo 22 de la Ley 
que rige este Organismo, se procedió al desahogo de la misma de 
conformidad con el siguiente: 
 

ORDEN DEL DÍA 
 

1. PASE DE LISTA. Se procede al pase de lista de asistencia de los 
miembros del Consejo, estando presentes los CC. Consejeros, 
Doctora MA. DEL ROSARIO ARELLANO VALADEZ, Química 
Farmacobióloga KARLA GUADALUPE ESCAMILLA RODRÍGUEZ, 
Presbítero JOSÉ MANUEL FÉLIX CHACÓN, Licenciado FÉLIX 
VÁZQUEZ ACUÑA y la Secretaria Ejecutiva Maestra NANCY 
LUDIVINA TREJO MUÑOZ. Se informa que la Doctora SUSANA 
MARTÍNEZ NAVA, justificó su ausencia a la sesión. 
 
2. DECLARACIÓN DEL QUÓRUM LEGAL. Al encontrarse 
presentes la Secretaria Ejecutiva y cuatro de las consejeras y 
consejeros del Consejo Consultivo de la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Zacatecas, se declara quórum legal y queda 
instalada formalmente la sesión. 
 
3. LECTURA Y APROBACIÓN, EN SU CASO, DEL ORDEN DEL 
DÍA. La Secretaria Ejecutiva Nancy Ludivina Trejo Muñoz, sometió 
a consideración de los presentes el orden del día que les fue 
remitido en la convocatoria, el cual es el siguiente: 
 

1. Lista de asistencia.  
2. Declaración del quórum legal. 
3. Lectura y aprobación, en su caso, del orden del día. 
4. Lectura y aprobación, en su caso, del acta de la 
Sesión Ordinaria del Consejo Consultivo de la Comisión 
de Derechos Humanos del Estado de Zacatecas, 
correspondiente al 23 de noviembre de 2022. 
5. Análisis y revisión de expedientes de Visitadurías. 
6. Asuntos generales. 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

7. Clausura de la sesión. 
 
El orden del día es aprobado por unanimidad de los miembros del 
Consejo Consultivo de la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Zacatecas, presentes. Se da por concluido el punto y se pasa al 
siguiente. 
 
4. LECTURA Y APROBACIÓN EN SU CASO, DEL ACTA DE LA 
SESIÓN ORDINARIA DEL CONSEJO CONSULTIVO DE LA 
COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DEL ESTADO DE 
ZACATECAS, CORRESPONDIENTE AL 23 DE NOVIEMBRE DE 
2022. La Secretaria Ejecutiva Maestra NANCY LUDIVINA TREJO 
MUÑOZ, somete a la consideración de las consejeras y los  
consejeros, la dispensa de la lectura del acta correspondiente al 23 
de noviembre de 2022, virtud a que la misma fue previamente 
entregada para su correspondiente revisión, asimismo, solicita a los 
presentes que quienes estén a favor de la dispensa de la lectura del 
acta de la Sesión Ordinaria del Consejo Consultivo de la Comisión 
de Derechos Humanos del Estado de Zacatecas, correspondiente al 
23 de noviembre de 2022, se sirvan manifestarlo levantando la 
mano. Se aprueba por unanimidad de las y los integrantes del 
Consejo Consultivo, la dispensa de la lectura del acta de la Sesión 
Ordinaria del Consejo Consultivo de la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Zacatecas, correspondiente al 23 de 
noviembre de 2022. Enseguida la Secretaria Ejecutiva NANCY 
LUDIVINA TREJO MUÑOZ, manifiesta que una vez que ha quedado 
aprobada la dispensa de la lectura, se somete a su consideración el 
contenido del acta de la Sesión Ordinaria del Consejo Consultivo de 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Zacatecas, 
correspondiente al 23 de noviembre de 2022, solicitando que 
quienes estén a favor, se sirvan manifestarlo levantando la mano. 
Se da cuenta que los integrantes del Consejo Consultivo aprueban 
por unanimidad el contenido del acta de la Sesión Ordinaria del 
Consejo Consultivo de la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Zacatecas, correspondiente al 23 de noviembre de 2022.  

5. ANÁLISIS Y REVISIÓN DE EXPEDIENTES DE 
VISITADURÍAS. La Secretaria Ejecutiva Maestra NANCY 
LUDIVINA TREJO MUÑOZ, manifestó en este punto me someter a 
la consideración de las y los Consejeros, el expediente marcado con 
el número CDHEZ/317/2019, presentado por la Visitaduría Regional 
(…), queja interpuesta por (...). Como personas agraviadas (...), 
(...); (...), M1 y M2. Autoridades responsables son: (...), otrora 
Agente del Ministerio Público número 9 de Atención Permanente del 
Distrito Judicial de (...), Zacatecas; Lic. (...), otrora Agente del 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Ministerio Público Especializado en Búsqueda de Personas 
Desaparecidas, adscrito a la entonces Subprocuraduría de Derechos 
Humanos y Atención a Víctimas de la entonces Procuraduría General 
de Justicia del Estado de Zacatecas; Lic. (...), otrora Agente del 
Ministerio Público adscrito a la Fiscalía Especializada en Atención al 
Delito de Desaparición Forzada y cometida por Particulares, 
Delegación (...); Lic. (...), actual Fiscal Especializado en Atención al 
delito de Desaparición Forzada y Desaparición Cometida por 
Particulares de la Fiscalía General de Justicia del Estado de 
Zacatecas. Los Derechos humanos vulnerados: Derecho de acceso 
a la justicia, en relación con el derecho a una justicia pronta y 
expedita y al debido proceso y Derecho de las víctimas a conocer la 
verdad. Los hechos materia de la queja consistieron en lo siguiente: 
La C. (...) relató que, en octubre de (...), junto con su esposo, el C. 
(...), acudió a la Casa de Justicia de (...), Zacatecas, con la finalidad 
de denunciar la desaparición de su hijo, el C. (...), no obstante, les 
pidieron esperar 72 horas. Sin embargo, en fecha 1º de noviembre 
de (...), el LIC. (...), en ese entonces Agente del Ministerio Público 
número 10 de Atención Permanente del Distrito Judicial de (...), 
Zacatecas, solo levantó un acta; lo cual le hizo saber a ella y a su 
esposo, hasta en fecha 28 de marzo de (...), cuando les informó 
que no existía una averiguación previa y, nuevamente, se limitó a 
levantar un acta de hechos. Por otro lado, la quejosa refirió que, 
desde el año (...), hasta el año (...), fue atendida por el LIC. (...), 
quien era Encargado del Departamento de Prevención del Delito en 
el mismo Distrito Judicial, quien le indicaba que no existían avances 
en la investigación por la desaparición de su hijo. La C. (...) 
manifestó que, no fue sino hasta el 1º de abril de (...), que presentó 
formal denuncia por la desaparición de su hijo, la cual le fue 
recabada por el LIC. (...), en ese tiempo, Agente del Ministerio 
Público Especializado en la Búsqueda de Personas Desaparecidas, 
adscrito a la otrora Subprocuraduría de Derechos Humanos y 
Atención a Víctimas de la entonces Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Zacatecas. Ahora bien, a decir de la señora (...), la 
desaparición de su hijo no se ha investigado por parte de la ahora 
Fiscalía General de Justicia del Estado de Zacatecas, pues, incluso, 
en marzo de (...), el LIC. (...) le informó que, debido a la carga 
laboral de la Fiscalía a su cargo, su caso sería remitido de nueva 
cuenta al Distrito Judicial de (...), Zacatecas. Finalmente, se tiene 
que, la investigación incoada por este Organismo, arrojó que 
actualmente la carpeta de investigación iniciada por la desaparición 
de (...), se encuentra a cargo del LIC. (...), actual Fiscal 
Especializado en Atención al delito de Desaparición Forzada y 
Desaparición Cometida por Particulares de la Fiscalía General de 
Justicia del Estado de Zacatecas. Luego de la investigación que se 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

hizo por parte de la Visitaduría Regional de (...), en donde se 
recabaron pruebas como entrevistas con personas relacionadas con 
los hechos, solicitudes de informes y recopilaciones de información 
y consulta de documentos, se llegó a la conclusión siguiente: La 
responsabilidad en que incurrieron que el LIC. (...), el LIC. (...), el 
LIC. (...) y el LIC. (...), derivó al omitir practicar todas las diligencias 
e investigaciones tendentes a la búsqueda inmediata y diligente de 
(...). Quienes debieron realizar las actuaciones necesarias, 
tendentes a la inmediata localización de dicha víctima, así como a 
recabar cuanto dato esencial de búsqueda y localización estuvieran 
a su alcance, incluso emprender una inspección al lugar donde 
presuntamente desapareció el agraviado. Los señalados servidores 
públicos de la ahora Fiscalía General de Justicia del Estado, 
vulneraron en perjuicio de las víctimas indirectas, el derecho 
humano al acceso a la justicia en la modalidad de procuración, al 
integrar de manera irregular la indagatoria respectiva, además de 
vulnerar su derecho a la verdad. Sin soslayar que, en el caso 
particular de (...), negó el acceso a la justicia, al no iniciar una 
investigación y limitarse a levantar actas circunstanciadas que 
carecen de motivación y fundamentación legal. Con fundamento en 
los artículos 1°, párrafo tercero, 3°, párrafo tercero, y 102 apartado 
B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, 
fracción III; 67, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Zacatecas, existen elementos de 
convicción suficientes para que esta Comisión de Derechos 
Humanos, en ejercicio de sus atribuciones, solicite al Órgano 
Interno de Control de la Fiscalía General de Justicia del Estado de 
Zacatecas, inicie los procedimientos y carpetas de investigación 
correspondientes, en contra de LIC. (...), el LIC. (...), el LIC. (...) y 
el LIC. (...), a efecto de que se determinen las responsabilidades de 
los servidores públicos que intervinieron en los hechos violatorios a 
derechos humanos acreditados en el caso. En ese sentido, esta 
Comisión observa la importancia de que las investigaciones que se 
inicien con motivo de los hechos denunciados se lleven a cabo con 
la debida diligencia, completa, imparcial, efectiva y pronta de los 
hechos, con el objeto de determinar la responsabilidad de todos los 
servidores públicos que participaron en los hechos y aplicar 
efectivamente las sanciones que la ley prevé. En caso de que la 
responsabilidad administrativa haya prescrito, se deberá anexar al 
expediente laboral de los servidores públicos señalados. Por los 
hechos y las omisiones anteriormente señaladas, así como las 
pruebas que se tienen, es que se pone a la consideración de las 
Consejeras y los Consejeros, el proyecto de la recomendación 
dentro del expediente CDHEZ/317/2019, si tienen alguna 
observación al proyecto recomendatorio, favor de manifestarlo en 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

estos momentos. El Consejero Licenciado FÉLIX VÁZQUEZ ACUÑA, 
expresa apoyamos el sentido del proyecto de resolución, se refiere 
a hechos que son reiterativos en varios casos que se han hecho ya 
en este Consejo, cada uno con sus peculiaridades pero similares en 
el sentido de tratarse de hechos y de actos en los cual se observa 
una inacción junto con acciones inadecuadas de parte de la Fiscalía 
General de Justicia y de los Agentes del Ministerio Público se da en 
estos hechos, se ha dado en varios otros de lo que hemos conocido, 
avisoro que vendrán más casos desafortunadamente, no requiero 
ahondar en eso, porque ya en otras ocasiones he señalado mi 
argumentación, simplemente que en el artículo 21 Constitucional se 
establece la obligación del Ministerio Público de llevar a cabo la 
investigación y la persecución de los delitos, y que de esa 
disposición se infiere que esa investigación debe ser cuidadosa, 
acuciosa, ágil, con los protocolos correspondientes tanto del 
Ministerio Público como de las Policías, y se genera con ello el 
derecho humano de los justiciables, Ministerio Público y Fiscalía 
realicen la función de esa manera, se observa que no se hizo así, 
claramente hay una violación de derechos humanos en esa materia. 
La Consejera Doctora MA. DEL ROSARIO ARELLANO VALADEZ, 
manifiesta además de lo ya externado por el Licenciado Félix 
Vázquez, llama la atención el grado de indolencia, el no acatamiento 
del Ministerio Público, de una persona que tiene 13 años, cuando 
uno se entera de esa tipo de situaciones yo no me puedo imaginar 
como ser humano, como madre, en un momento dado estar 
buscando a un familiar, a un hijo y acudir a quienes tienen la 
obligación de atender las quejas y las demandas y ver que 
transcurre el tiempo y que se omiten muchos detalles, que no se 
cumplen los protocolos, que no hay una empatía con quienes están 
sintiendo el dolor, hemos llegado a un grado de indolencia que 
realmente duele a la sociedad, duelo a nosotros que tenemos esta 
función, duelo como seres humanos, pero desgraciadamente 
cuando acuden los ciudadanos con quienes tienen la obligación, 
porque es una obligación atender al ciudadano, no hay esa empatía, 
se ha transformado todo esto en una especie de desprecio por la 
propia vida humana, yo diría que efectivamente se ha mencionado 
mucho aquí este tipo de casos, pero yo creo que hay que hacer un 
llamamiento en este caso a la autoridad para que se les dé 
capacitación, no importa cuántas veces se diga, porque aunque se 
diga una vez, este tipo de situaciones y de circunstancias se siguen 
presentando día con día y en vez de disminuir nosotros estamos 
viendo va en aumento, hay un desprecio, hay muy poca solidaridad 
con los problemas de los demás, aún y cuando tenemos la 
obligación de solidarizarnos porque tenemos esa obligación 
marcada por la normatividad, ese marco jurídico  y no lo estamos 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

acatando, yo creo que hay que volver con el asunto de la 
capacitación, que los funcionarios públicos cumplan con su 
obligación, porque deben tener empatía, que cumplan con todos los 
procedimientos, con los protocolos, que se inicien medidas y 
procesos administrativos con quienes incumplan con la norma que 
tienen obligación cumplirla, yo me adhiero al proyecto de 
recomendación que se hace, porque no importa cuántas veces se 
diga no hay solución y el otro día escuchaba alguien que dijo que 
las cosas habrá que repetirlas porque al pueblo o a la gente se nos 
olvida, no importa cuántas veces lo digamos o que seamos 
repetitivos pero tenemos esta función. La Secretaria Ejecutiva M. en 
C. NANCY LUDIVINA TREJO MUÑOZ, manifiesta si no hay algún otro 
comentario someto a su consideración el proyecto de 
recomendación presentado por la Visitaduría Regional de (...), que 
se dirige al Doctor Francisco José Murillo Ruiseco, Fiscal General de 
Justicia del Estado de Zacatecas, derivado del expediente 
CDHEZ/317/2019, quienes están a favor manifestarlo levantando la 
mano. Se aprueba por unanimidad de las señoras Consejeras y los 
señores Consejeros la recomendación que se dirige al Doctor 
Francisco José Murillo Ruiseco, Fiscal General de Justicia del Estado 
de Zacatecas, derivado del expediente CDHEZ/317/2019. En 
seguida pasamos al expediente CDHEZ/063/2022. Persona quejosa: 
C. (...). Personas agraviadas: C. (...) y otros. Autoridades 
presuntamente responsables: Mtra. (...), Secretaria de 
Administración. Integrantes de la Junta Directiva del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de 
Zacatecas. Derechos humanos analizados: Derecho al trabajo, en 
relación con las prestaciones de seguridad social, motivado con la 
suspensión del pago de prima de retiro o previsión social, como 
prestación de seguridad social. Derecho al trabajo en relación con 
las prestaciones de seguridad social, correspondientes al pago del 
incremento a la pensión, en proporción al incremento al aumento 
salarial. Autoridades responsables: C.P. (...), Director General del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado de Zacatecas y, Mtra. (...), Directora General del Colegio de 
Bachilleres del Estado de Zacatecas. Derechos humanos 
violentados: Derecho al trabajo, en relación con el derecho a las 
prestaciones de Seguridad Social y, Derecho a la propiedad en 
relación con el derecho a la legalidad y seguridad jurídica. Los 
hechos materia de la queja consistieron en lo siguiente: La C. (...) 
y sus representados, son personas pensionadas y derechohabientes 
en esa condición, del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 
los Trabajadores del Estado de Zacatecas. Institución que, 
aseguran, no ha cubierto el pago de aguinaldo del año 2021, así 
como tampoco el incremento de pensión que corresponde a dicho 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

ejercicio fiscal. Señalaron que laboraron para el Colegio de 
Bachilleres del Estado de Zacatecas, motivo por el cual, son 
acreedoras a prestaciones de retiro contempladas en su contrato 
colectivo de trabajo, tales como: bono de retiro por cesantía y vejez, 
que debe cubrir su centro de trabajo; así como el plan de previsión 
social o prima de retiro, que les paga la Secretaría de 
Administración. Motivo por el cual, interponen queja en contra de 
estas tres dependencias. Una vez que fueron recabadas las pruebas 
se obtuvieron entrevistas relacionadas con los hechos, solicitudes 
de informes, recopilación de documentos, por lo cual en el proyecto 
de recomendación se concluye de la siguiente manera: Esta 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Zacatecas, conforme 
al parámetro de regularidad constitucional en materia de derechos 
humanos, reitera que las autoridades del Estado Mexicano, tienen 
el deber de privilegiar el pago de las prestaciones de seguridad 
social, como parte de los Derechos Económicos, Sociales, Culturales 
y Ambientales, hasta el máximo de los recursos de que éstas 
dispongan. Lo anterior, para dar cumplimiento a su obligación de 
garantizar el acceso y disfrute pleno a todas las personas, sin ningún 
tipo de discriminación. Deber que adquiere una protección especial, 
al tratarse de prestaciones dirigidas a personas adultas mayores, 
que requieren de su satisfacción para asegurar sus medios de 
subsistencia. En este sentido, este Organismo constató, que el 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado de Zacatecas, violentó el derecho al trabajo en relación con 
las prestaciones de Seguridad Social de 31 derechohabientes, que 
durante su vida laboral laboraron en el Colegio de Bachilleres del 
Estado de Zacatecas, toda vez que se acreditó que éstos son 
pensionados de dicho Instituto, mismo que han dejado de recibir el 
importe correspondiente al aguinaldo del año 2021, ya que en 
efecto este pago se suspendió y, los argumentos de la autoridad, 
no justifican esta medida regresiva. Esta Comisión tiene por cierto 
que el Colegio de Bachilleres del Estado de Zacatecas, violentó el 
derecho al trabajo en relación con las prestaciones de Seguridad 
Social de 31 personas pensionadas, al no cubrir de manera oportuna 
las prestaciones de seguridad social, consistentes en el pago de la 
compensación adicional por jubilación, retiro por edad y tiempo de 
servicios y cesantía en edad avanzada, así como la prima de retiro 
por renuncia voluntaria, pensión o jubilación, del plan de Seguridad 
Social para Empleados y Trabajadores del Gobierno del Estado de 
Zacatecas, a que tienen derecho de conformidad con el Contrato 
Colectivo de Trabajo que les rige y forman parte de sus prestaciones 
de Seguridad Social. Este Organismo defensor de derechos 
humanos, concluye que el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado de Zacatecas, y el Colegio 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

de Bachilleres del Estado de Zacatecas, violentaron el derecho a la 
propiedad en relación con la legalidad y seguridad jurídica, al 
suspender el primero el pago de aguinaldo del año 2021, que forma 
parte del haber patrimonial de los derechohabientes, esto en 
atención a que existe una obligación expresa, otorgada a la Junta 
Directiva de dicho Instituto, para realizar el pago de la pensión y 
prestaciones referida para los derechohabientes jubilados, tal y 
como lo establecen los artículos 106 y 108 de la Ley del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de 
Zacatecas, sin que en éstas se prevean la posibilidad de suspender 
alguna de las prestaciones de seguridad social, como es el 
aguinaldo. En tanto que, la Junta Directiva del Colegio de Bachilleres 
es el máximo órgano de gobierno del mismo, en cuyas facultades 
está la aprobación del presupuesto, más no la suspensión o retraso 
en prestaciones de seguridad social, que como se dijo forman parte 
del patrimonio de las personas pensionadas y al suspender al 
margen de la legalidad el pago de dos prestaciones de seguridad 
social, consistentes en el pago de la compensación adicional por 
jubilación, retiro por edad y tiempo de servicios y cesantía en edad 
avanzada, así como la prima de retiro por renuncia voluntaria, 
pensión o jubilación, del plan de Seguridad Social para Empleados 
y Trabajadores del Gobierno del Estado de Zacatecas. Lo que 
permite a este Organismo concluir que, la suspensión del pago de 
estas prestaciones de seguridad social, se realizó al margen de la 
legalidad, sin fundamento legal, al no mediar procedimiento alguno, 
debidamente fundado y motivado, vulnerando con ello el derecho 
humano a la previsión social contenido en el artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación 
con el artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales. Esta Comisión, concluye que la Secretaría de 
Finanzas, como ente administrador y concentrador del presupuesto 
Estatal, es responsable de violentar los derechos humanos de los 
Trabajadores del Estado de Zacatecas, pues ha omitido suministrar 
recursos suficientes para que el Colegio de Bachilleres del Estado 
de Zacatecas, cumpla con sus compromisos laborales y de 
seguridad social. En razón a lo anterior, esta Comisión, siguiendo la 
línea argumentativa de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, reconoce que las prestaciones de seguridad social 
provenientes de un plan contributivo, que no se generó de manera 
gratuita, sino que deriva de la recepción por parte del Instituto, de 
las cuotas y aportaciones que se realizaron a cargo de los propios 
trabajadores y de los entes públicos, por lo que éstas forman parte 
y se incorporan al patrimonio de sus beneficiarios, 
consecuentemente, su suspensión injustificada, violentó el artículo 
21 de la Convención Americana sobre derechos Humanos, que 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

protege el derecho de propiedad adquirido por quienes durante su 
vida laboral contribuyeron a garantizar para sí las prestaciones de 
Seguridad Social que les fueron suspendidas en agravio a su 
derecho a la propiedad que al no seguirse conforme a derecho, 
violentó el derecho a la legalidad y seguridad jurídica, y que tienen 
como finalidad garantizar los medios de subsistencia necesarios 
para su bienestar individual, resultando responsables tanto el 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, como el Colegio de Bachilleres del Estado de Zacatecas, por 
las que cada uno han dejado de cubrir. Esta Comisión de Derechos 
Humanos, reitera la importancia de que el máximo órgano de 
gobierno de los organismos descentralizados esté conformado en 
una junta directiva o su equivalente, garantizando así la pluralidad 
de sus miembros. En este caso, ambos organismos cuentan con 
Juntas Directivas. Por lo que se reprocha que su Directores que 
asuma responsabilidades propias de éstas, decisiones que además 
son en detrimento de los derechos humanos de algunos 
derechohabientes, violentado los derechos humanos a la seguridad 
social, a la propiedad en relación con el derecho a la legalidad y 
seguridad jurídica. Respecto a los hechos y las conclusiones de las 
pruebas que se concatenaron los mismos, pongo a la consideración 
de las Consejeras y los Consejeros el proyecto de recomendación 
presentado por la Tercera Visitaduría dentro del expediente 
CDHEZ/063/2022, por lo que si alguien de ustedes quiere hacer 
algún comentario, alguna opinión, aportación, favor de manifestarlo 
en estos momentos. La Consejera Doctora MA. DEL ROSARIO 
ARELLANO VALADEZ, menciona me adhiero al proyecto de 
resolución, ahí hay una clara violación a derechos humanos, incluso 
violando un principio muy importante en derecho que dice que 
ninguna ley le va a dar carácter retroactivo en perjuicio de persona 
alguna, bien pudieran tener todas las justificaciones que quieran 
para retirar esas prestaciones, pero si ya las estaban cobrando los 
derechohabientes, los beneficiarios, no se les pueden quitar así 
como así prestaciones que además eran producto o tuvieron su 
origen, yo me supongo en contratos colectivos, en toda esa 
normatividad jurídica que de alguna manera les da sustento y 
sostiene efectivamente ese derecho no por un tiempo sino que esto 
es hasta después de su vida laboral, esto es una clara violación a 
estos derechos que incluso están derivando ya en problemas 
psicológicos porque esto tiene  estrecha relación con el otro 
expediente que vamos a abordar porque ahí en una exposición de 
motivos o relatoría del caso, menciona una de las trabajadoras 
jubiladas, de las maestras jubiladas que incluso esto le ha generado 
problemas psicológicos, seguridad, ansiedad, toda una 
problemática que digamos es muy difícil afrontar, más aún cuando 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

termine la vida laboral, imaginémonos nosotros terminando una 
vida laboral pensando que tenemos un cierto respaldo para poder 
vivir y de repente a la autoridad se le ocurre que ya no más, 
entonces en dónde quedan todas esas cuotas aportadas, toda esa 
seguridad en función a la cual esta persona se jubiló, cómo queda 
su futuro, su salud, sus deudas, todo lo que es su vida, 
efectivamente me adhiero a ese proyecto de resolución, es una 
clara violación a derechos humanos, derivando incluso en 
problemas que ya decíamos que van a afectar la salud de las 
maestras y maestros. El Consejero Licenciado FÉLIX VÁZQUEZ 
ACUÑA, menciona comparto los señalamientos que acaba de 
manifestar la Doctora Ma. del Rosario Arellano Valadez, es claro de 
que esta resolución nos narra hechos que son claramente violatorios 
de derechos humanos, hay derechos humanos en diferentes 
materias, una de esas materias es en materia de trabajo y de 
seguridad social, en donde encontramos esos derechos humanos, 
entre otros obviamente en el artículo 123 Constitucional que 
contiene una serie de disposiciones en materia de trabajo y de 
seguridad social, además en diferentes tratados internacionales, 
hay derechos humanos tanto en el precepto constitucional como en 
diferentes tratados internacionales, obviamente estos son violados, 
y además como también correctamente lo señala la Consejera 
Arellano, no se puede establecer el pretexto en el sentido de 
pretender aplicar una a un hecho anterior, después aplicarla 
retroactivamente, ello está prohibido por el primer párrafo del 
artículo constitucional,  en donde señala que a ninguna ley se dará 
efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, estamos aquí 
ante derechos ya generados por trabajadores y trabajadoras, 
generados en un momento determinado o a la vigencia de una ley 
determinada, no puede devenir una ley posterior a regular derechos 
generados con anterioridad, eso es aplicar acción retroactiva y está 
estrictamente prohibido por la Constitución, estoy de acurdo con el 
sentido de la resolución. La Consejera Química Farmacobióloga 
KARLA GUADALUPE ESCAMILLA RODRÍGUEZ, manifiesta me 
adhiero a los comentarios de los Consejeros que me antecedieron, 
igual comentar que es un derecho que ellos obtuvieron con su 
trabajo, un trabajo que en los últimos años laborales, y que fueron 
como bien mencionan cuotas y aportaciones que ellos mismos 
dieron para poder tener una seguridad para poder tener después 
de que dejaran de cierta forma de estar trabajando con un horario 
laboral, igual hacer el comentario de que efectivamente tienen una 
Junta Directiva que a lo mejor ellos también pudieron aportar 
mucho para que la Secretaría de Finanzas bajara el recurso e hiciera 
violación a los derechos humanos de los derechohabientes, igual 
como hace mención el Consejero, viene esto marcado en la 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que es un 
derecho que se gana el trabajador y por ello mismo me adhiero a 
la resolución. El Consejero Presbítero JOSÉ MANUEL FÉLIX 
CHACÓN, expresa también me adhiero a la resolución y a lo que los 
Consejeros han expresado. pero también quiero añadir 
lamentablemente este tipo de violación de derechos humanos de 
los trabajadores es muy recurrente, que se siente un precedente 
para que ya no volver otra vez a lo mismo, lamentablemente 
escuchamos muy recurrentemente la violación de este tipo de 
derechos humanos, especialmente a personas que dieron su vida 
con su trabajo, con su esfuerzo y hoy en día se sienten ellos con 
amagados con este tipo de situaciones, yo creo que sí sería 
importante que la Comisión proponga que se siente un precedente 
al respecto. La Secretaria Ejecutiva Maestra NANCY LUDIVINA 
TREJO MUÑOZ, menciona si no mal recuerdo hay una 
recomendación emitida en contra justamente del Instituto de 
Seguridad y de Servicio Social de los Trabajadores del Estado y una 
vez que fue notificado al Director y a la totalidad de la junta 
directiva, el director fue quien envió un oficio donde no aceptaba la 
recomendación, dentro de la Comisión se hace lo propio enviando 
el oficio de solicitud a la Legislatura para que citaran a la junta 
directiva, no nada más al director sino a la junta directiva a 
manifestar los motivos por los cuales no aceptan la recomendación 
y hasta la fecha de hoy no ha sido, fue convocado y no acudió, no 
se le ha dado seguimiento a esa solicitud, pero es importante que 
si ya tenemos los precedentes los vayamos haciendo mención en 
las subsecuentes recomendaciones, para ir advirtiendo a la 
autoridad, esta es una recomendación pero ya tenía otra por hechos 
similares, le agradezco Consejero con sus comentarios, lo 
tomaremos en cuenta. Una vez que han manifestado sus opiniones, 
les solicito votar levantando la mano si están de acuerdo con el 
proyecto de recomendación. Se aprueba por unanimidad de las 
señoras Consejeras y señores Consejeros la recomendación que se 
dirige Integrantes de la Junta Directiva del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de Zacatecas. 
CONSEJEROS REPRESENTANTES DE LOS ENTES PÚBLICOS: M.I. 
(...), Secretario de Finanzas del Estado de Zacatecas; LIC. (...), 
Secretaria de Administración del Estado de Zacatecas; LIC. (...), 
Encargada de la Coordinación Estatal de Planeación y, LIC. (...), 
Secretario de Economía del Estado de Zacatecas. CONSEJEROS 
REPRESENTANTES DE LOS TRABAJADORES: LIC. (...), Secretario 
General del Sindicato Único de Trabajadores al Servicio del Estado, 
Municipios y Organismos Paraestatales; MAESTRO (...), Secretario 
General de la Sección 58 del Sindicato Nacional de Trabajadores de 
la Educación; MAESTRO. (...), Secretario del Sindicato 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Independiente de Trabajadores de Telesecundaria en el Estado de 
Zacatecas; y ING. (...), Secretario General del Sindicato Único del 
Personal Docente y Administrativo del Colegio de Bachilleres del 
Estado de Zacatecas. INTEGRANTES DE LA JUNTA DIRECTIVA DEL 
COLEGIO DE BACHILLERES DEL ESTADO DE ZACATECAS. Por lo 
que hace a la violación al derecho al trabajo, en relación con el 
derecho a las prestaciones de Seguridad Social y, derecho a la 
propiedad en relación con el derecho a la legalidad y seguridad 
jurídica, por la suspensión del pago del bono de retiro por cesantía 
y vejez, y el pago del plan de previsión social o prima de retiro. 
MAESTRA (...), Secretaria de Educación del Estado; MTRO. (...), 
Director de Educación Media Superior del Estado; M.I. (...), 
Secretario de Finanzas del Estado de Zacatecas; LIC. (...), 
Encargada de la Coordinación Estatal de Planeación. MTRA. (...), 
Directora General del Colegio de Bachilleres del Estado de 
Zacatecas. LIC. (...), Subsecretario de Planeación Educativa del 
Estado.  LIC. (…), por los hechos atribuibles al M.I. (...), Secretario 
de Finanzas del Estado de Zacatecas, derivada del expediente 
marcado con el número CDHEZ/063/2022. En seguida me permito 
poner a su consideración el proyecto de resolución presentado por 
la Tercera Visitaduría dentro del expediente marcado con el número 
CDHEZ/344/2022 y acumulados CDHEZ/367/2022, 
CDHEZ/368/2022 y CDHEZ/473/2022. Como personas quejosas: 
CC. (…), (…), (…) y (…). Personas agraviadas: CC. (…), (…), (…) y 
(…) y otros. Autoridad responsable: C.P. (...), Director General del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado de Zacatecas. Derechos humanos violentados: Derecho al 
trabajo, en relación con el derecho a las prestaciones de Seguridad 
Social y, Derecho a la propiedad en relación con el derecho a la 
legalidad y seguridad jurídica. Los hechos materia de la queja 
consistieron en lo siguiente: La C. MA. DEL ROSARIO NORIEGA 
RODRÍGUEZ, es derechohabiente del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de Zacatecas, en 
calidad de pensionadas. Afirmó que no ha recibido la prestación de 
seguridad social que les corresponde por el concepto de aguinaldo 
relativo al año 2021. El que, por ley, debe ser pagado en dos partes; 
la primera antes del 20 de diciembre y, la segunda, a más tardar el 
15 de enero del año siguiente. La C. (...), es derechohabiente del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado de Zacatecas, en calidad de pensionadas. Afirmó que no ha 
recibido la prestación de seguridad social que les corresponde por 
el concepto de aguinaldo relativo al año 2021, ni bonos de despensa 
y del día del maestro. La C. (...), es derechohabiente del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de 
Zacatecas, en calidad de pensionadas. Afirmó que no ha recibido la 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

prestación de seguridad social que les corresponde por el concepto 
de aguinaldo relativo al año 2021. El que, por ley, debe ser pagado 
en dos partes; la primera antes del 20 de diciembre y, la segunda, 
a más tardar el 15 de enero del año siguiente, dijo además no haber 
recibido bonos de despensa y del día del maestro. La C. (...), es 
derechohabiente del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 
los Trabajadores del Estado de Zacatecas, en calidad de 
pensionadas. Afirmó que no ha recibido la prestación de seguridad 
social que les corresponde por el concepto de aguinaldo relativo al 
año 2021. El que, por ley, debe ser pagado en dos partes; la primera 
antes del 20 de diciembre y, la segunda, a más tardar el 15 de enero 
del año siguiente, dijo además no haber recibido bonos de despensa 
y del día del maestro. Los expedientes al ser coincidentes en cuanto 
a la autoridad y a los hechos, se decidió la acumulación para evitar 
emitir una recomendación por cada uno de los expedientes, emitir 
una sola por la coincidencia de los hechos. Una vez que se 
recabaron los medios de prueba como son las entrevistas con las 
personas relacionadas con los hechos, solicitudes de informes, 
recopilación y consulta de documentos y concatenadas las pruebas 
con los hechos mencionados, se arribó a la siguiente conclusión: 
Esta Comisión, conforme al parámetro de regularidad constitucional 
en materia de derechos humanos, reitera que las autoridades del 
Estado Mexicano, tienen el deber de privilegiar el pago de las 
prestaciones de seguridad social, como parte de los Derechos 
Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales, hasta el máximo de 
los recursos de que éstas dispongan. Lo anterior, para dar 
cumplimiento a su obligación de garantizar el acceso y disfrute 
pleno a todas las personas, sin ningún tipo de discriminación. Deber 
que adquiere una protección especial, al tratarse de prestaciones 
dirigidas a personas adultas mayores, que requieren de su 
satisfacción para asegurar sus medios de subsistencia. Este 
Organismo tiene por cierto, que el C.P. (...), en su calidad de 
Director del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado de Zacatecas, tomó de manera unilateral 
la decisión de suspender el pago de la prestación de seguridad 
social, denominada aguinaldo, de las CC. (...), (...), (...) y (...), en 
agravio a su derecho a las prestaciones de seguridad social, 
proveniente de un esquema contributivo labora. Esta Comisión, 
siguiendo la línea argumentativa de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, reconoce que las prestaciones de seguridad 
social provenientes de un plan contributivo, que no se generó de 
manera gratuita, sino que deriva de la recepción por parte del 
Instituto, de las cuotas y aportaciones que se realizaron a cargo de 
los propios trabajadores y de los entes públicos, forman parte y se 
incorporan al patrimonio de sus beneficiarios. Consecuentemente, 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

su suspensión injustificada, así como su posterior reducción, 
violentó el artículo 21 de la Convención Americana sobre derechos 
Humanos, que protege el derecho de propiedad adquirido por 
quienes durante su vida laboral contribuyeron a garantizar para sí 
las prestaciones de Seguridad Social que les fueron suspendidas en 
agravio a su derecho a la propiedad que al no seguirse conforme a 
derecho, violentó el derecho a la legalidad y seguridad jurídica, y 
que tienen como finalidad garantizar los medios de subsistencia 
necesarios para su bienestar individual. Esta Comisión de Derechos 
Humanos, reitera la importancia de que el máximo órgano de 
gobierno de los organismos descentralizados esté conformado en 
una junta directiva o su equivalente, garantizando así la pluralidad 
de sus miembros. En este caso, la Junta Directiva se integra con 
representantes de Entes Públicos y de Trabajadores, lo que trae 
como consecuencia que sus decisiones sean equilibradas, 
cumpliendo así con los objetivos para los que fue creado. Por lo que 
se reprocha que su Director asuma responsabilidades propias de la 
Junta Directiva, y éstas sean en detrimento de los derechos 
humanos de algunos derechohabientes, violentado los derechos 
humanos a la seguridad social, a la propiedad en relación con el 
derecho a la legalidad y seguridad jurídica, y al derecho de los 
adultos mayores a no ser discriminados. Concatenados que fueron 
los hechos con las pruebas, con las que se concluyó con la forma 
leída, pongo a consideración de las Consejeras y los Consejeros el 
proyecto de recomendación que recae dentro de los expedientes 
acumulados CDHEZ/344/2022 y acumulados CDHEZ/367/2022, 
CDHEZ/368/2022 y CDHEZ/473/2022. Quien desee hacer uso de la 
palabra. El Consejero Licenciado FÉLIX VÁZQUEZ ACUÑA, expresa 
en realidad el fondo jurídico y constitucional de este asunto es, para 
evitar repeticiones innecesarias, pido que se tenga por reproducido 
lo que dije. La Consejera Doctora MA. DEL ROSARIO ARELLANO 
VALADEZ, expresa solamente agregaría que el aguinaldo es una 
conquista, una prestación irrenunciable y que incluso puede ser 
sancionado de múltiples formas, porque es una retención de un 
derecho, una retención de una prestación que deriva de otras cosas 
como ya habíamos dicho, de problemas de salud y demás. La 
Secretaria Ejecutiva Maestra NANCY LUDIVINA TREJO MUÑOZ, 
manifiesta me permito poner a la consideración de las Consejeras y 
Consejeros presentes, el proyecto de recomendación, derivada de 
los expedientes marcados con los números CDHEZ/344/2022 y 
acumulados CDHEZ/367/2022, CDHEZ/368/2022 y 
CDHEZ/473/2022, por quienes estén a favor de la recomendación, 
manifestarlo levantando la mano. Se aprueba por unanimidad de 
las señoras Consejeras y señores Consejeros la recomendación que 
se dirige a Integrantes de la Junta Directiva del Instituto de 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de 
Zacatecas, derivada de los expedientes marcados con los números 
CDHEZ/344/2022 y acumulados CDHEZ/367/2022, 
CDHEZ/368/2022 y CDHEZ/473/2022. Una vez agorado este punto 
se pasa al siguiente. 

6. ASUNTOS GENERALES. La Secretaria Ejecutiva Maestra 
NANCY LUDIVINA TREJO MUÑOZ, pregunta a las consejeras y a los 
Consejeros integrantes del Consejo Consultivo, si alguno de ustedes 
desea registrar algún tema como asunto general. No habiendo 
asuntos generales que tratar se pasa al siguiente punto.  
 
7. CLAUSURA DE LA SESIÓN. La Secretaria Ejecutiva Maestra 
NANCY LUDIVINA TREJO MUÑOZ expresa que estando agotados 
todos los puntos del orden del día y no habiendo más asuntos que 
tratar, se agradece a todos por su presencia a esta Sesión Ordinaria 
de Consejo Consultivo y se clausura esta sesión, siendo las 19:17 
horas del día 07 de diciembre de 2022.  
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